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u Control parlamentario, mecanismo 
del Legislativo para co-dirigir al 
gobierno junto con el Ejecutivo
Lucero Ramírez León1

1.	 Introducción1

Conducir al Estado y ejercer el poder es un proceso en el que teóricamente 
están implicados, de manera conjunta, el Legislativo y el Ejecutivo, sea un 
sistema presidencial o uno parlamentario. Cada poder, por supuesto, se 

diferencia por el rol que desempeña en su respectivo ámbito, que los hace tener 
intereses distintos y por tanto, estrategias diversas para obtener lo que buscan. 
Por esto, entre otras cosas, siendo una cuestión clásica, esa co-dirección del Es-
tado que deviene en co-dirección del gobierno, es un asunto todavía no resuel-
to del todo por la teoría de la democracia en las sociedades modernas y, por el 
contrario, suele haber tensiones constantes entre las capacidades legislativas 
del Ejecutivo y las facultades de ejecución del Legislativo; de hecho, es común 
restarle potestad al Legislativo para ejercer la acción de gobierno, a fin de res-
tringirlo a sus funciones legislativas que se circunscriben a la creación de leyes. 

  El Legislativo o Parlamento, sin embargo, es un órgano del Estado de po-
der político, cuya naturaleza primordial es representativa, lo que lo convierte 
en una institución de carácter colectivo, deliberativo y con capacidad de le-
gislación y de control del Ejecutivo.2 Este último, el control, le otorga al parla-
mento una capacidad de acción de gobierno que no ha sido suficientemente 
atendida por la literatura y que tiene que ver con la posibilidad de co-dirigir al 
gobierno junto con el Ejecutivo, toda vez que le permite al parlamento par-
ticipar en el proceso de políticas públicas y darle seguimiento a las mismas 
mediante diversos mecanismos, más allá de la mera fiscalización de los actos 
1 	 Doctora en Ciencia Política y Administración Pública “Mención Europea” por la Universidad de Sala-

manca, España y el Institut für Iberoamerika-Kunde de Hamburgo, Alemania; maestra en Comunicación 
Política por la Universidad Iberoamericana, México y Licenciada en Ciencias de la Comunicación por la 
Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de la UNAM. Es integrante del Sistema Nacional de Investigado-
res (SNI) desde 2009 y ha impartido cursos en distintas universidades mexicanas. Se ha desempeñado 
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de gobierno. Y es que la fiscalización, entendida sólo como vigilancia o com-
probación del gasto público, equiparada con control parlamentario, es una de 
las más grandes confusiones que surgieron alrededor de este concepto, que 
se afianzó en gran parte de la bibliografía hacia finales del siglo XIX y principios 
del XX. Equiparar la fiscalización del gasto público con el control parlamentario 
es reducir su ámbito de acción y entenderlo sólo como un instrumento de 
control legal y administrativo del presupuesto público, dejando de lado las 
capacidades de decisión y de intervención en los asuntos públicos que poten-
cialmente pueden ejercerse desde las asambleas legislativas.3 

Hoy en día, si bien hay variaciones según el régimen, sea presidencial o par-
lamentario, y existen instrumentos y procedimientos específicos de control, 
según sea el caso, el principio de control parlamentario es general y mucho 
más amplio que la mera fiscalización del gasto público.4 

El objetivo de este trabajo es introducir en la agenda de discusión una 
visión más moderna de la relación Ejecutivo-Legislativo a partir del concep-
to que introduce Oberreuter (1992) en la literatura alemana sobre el control 
parlamentario entendido como instancia de co-dirección del gobierno (Mitre-
gierung), es decir, la posibilidad que tiene el Legislativo de participar en los 
principios, criterios y formas de elaborar, gestionar y dirigir los asuntos públi-
cos. Esto es, el control parlamentario visto como un mecanismo fundamental 
que le permite al parlamento, congreso o asamblea, inspeccionar, comprobar, 
analizar, examinar, revisar, registrar las actividades del gobierno, pero también 
intervenir en los procesos de decisión que tienen que ver con la conducción y 
manejo del gobierno, así como en la definición de las políticas públicas.5 

Por tanto, en este texto se hace una revisión crítica del modelo jurídico-
procedimental del control parlamentario, por cierto, el que más abunda en la 
literatura al respecto, y se defiende la perspectiva sustantivo-administrativa del 
control parlamentario, bajo la premisa de que se trata de un concepto más 
enriquecido y deseable en la relación Legislativo-Ejecutivo, que facilita la co-
dirección del gobierno y que necesariamente pasa por la especialización legis-
lativa en temas concretos de políticas públicas y las vinculaciones formales e  
informales entre legisladores y la alta dirección de la administración del Estado. 

Con ello, se pretende dejar atrás la idea, muy aceptada en la ciencia política, 
que surge desde la división de poderes, y que tiene que ver con que un poder 
decide, otro ejecuta,6 y el que ejecuta es vigilado para evitar posibles desvia-
ciones. Una visión clásica que parece fijar en ámbitos cerrados a cada uno de 
los poderes, al Legislativo y al Ejecutivo, sin posibilidades de colaboración en la 
acción de gobierno, aún en los sistemas parlamentarios, donde los poderes se 
comparten. Una idea de no colaboración que por supuesto, tiene más fuerza 

3	 Figueroa, 2007.
4	 Aragón, 1998: 37; Krause, 1999; Fuchs y Nolte, 2005: 61; Valadés, 2007.
5	 Figueroa y Osés, 1998, p. 213.
6	 Lindblom, 1991, p. 5; Subirats, 1991.
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en los sistemas presidenciales donde, como diría Sartori,7 los representantes 
populares se toman muy en serio su apelativo de “legisladores” y, en el mejor 
de los casos, es lo único que hacen y se olvidan que los parlamentos tienen 
otras funciones como la de participar en la co-dirección del gobierno, en una 
perspectiva de integración y cooperación entre poderes, sobre la que se viene 
reflexionando desde hace mucho tiempo en las democracias más avanzadas.8 

Una vez que se describen las perspectivas teóricas de análisis sobre el con-
trol parlamentario, el objetivo es dejar clara la hipótesis central sobre la que se 
basa este trabajo: El control parlamentario como instancia del Legislativo para 
co-dirigir al gobierno junto con el Ejecutivo, a través de su participación en 
la configuración de las políticas públicas y en los procesos decisionales. Una 
perspectiva que se fundamenta a partir de los trabajos de Oberreuter (1992), 
Aberbach, Putnam y Rockman (1981) y Krumwiede y Nolte (2000), en la que 
el elemento básico de control se obtiene de la información adecuada con la 
que cuenten los legisladores a través de tres fuentes distintas: a) por parte del 
gobierno; b) por parte del mismo parlamento, y c) por parte de otros actores,9 
de ahí que la especialización legislativa en temas concretos de política pública 
y las redes, formales e informales, que establezcan los parlamentarios con la 
burocracia pública, sean primordiales.

2.	 El control parlamentario

El control parlamentario es una de las funciones clásicas de la institución repre-
sentativa, llámese poder u órgano Legislativo, cuerpo colegiado representati-
vo, asamblea, parlamento o Congreso.10 El control constituye el origen de los 
órganos legislativos liberales, en los que las restricciones al poder del monarca 
absoluto, por parte de los representantes de la burguesía, constituía el princi-
pal objeto, intentando obstaculizar y recortar el poder político de monarcas y 
nobles.11 Otros autores como Mora-Donatto (2001) documentan como en un 
primer momento, y teniendo como escenario a las monarquías constitucio-
nales, se organizó el control a partir de la inmunidad del Jefe de Estado, de tal 
manera que la responsabilidad de éste quedaba a salvo a través de la figura 
del refrendo y, en tal sentido, sólo el Consejo de Ministros podía ser objeto de 
control. Una segunda etapa vinculó dos conceptos: la responsabilidad política, 

7	 2002, p. 227.
8	 Negretto, 2003.
9	 Ismayr, 2001, pp. 302-303; Steffani, 1989, p. 1332.
10	 El uso del concepto “control parlamentario” y no “control legislativo” se justifica por dos ideas básicas, 

retomando a Pedroza (1997:29-31): la primera es que, debido al crecimiento de la tecnocracia y por la 
propia estructura del Ejecutivo, el Parlamento, Congreso o Asamblea, independientemente del régimen 
de gobierno de que se trate, ya no sólo tiene como actividad la función legislativa, sino que realiza 
además, según un criterio enunciativo y no limitativo, otras funciones, como la de dirección política, la 
deliberativa, la informativa, la de control, entre otras; la segunda es que el término “legislativo” remite a 
la normatividad jurídica de los principios, reglas técnicas aplicables al objeto y fines de la ley.

11	 Molas y Pitarch, 1987, p. 35.
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por un lado, y la responsabilidad penal, por otro (el impeachment inglés); más 
tarde se fusionarían en uno solo: la responsabilidad político-penal, que exigía 
la dimisión de los miembros del gobierno bajo la amenaza de ser juzgados. 

  Uno de los clásicos liberales, John Stuart Mill, fue de los primeros en pon-
derar el papel central del control en los parlamentos, concretamente el control 
sobre las administraciones públicas, tras advertir los peligros de un aparato 
grande de Estado y la tiranía que podía suponer la burocracia. En su trabajo 
Representative Goverment, Mill consideró que la formas de representación de 
los parlamentos podía variar, no así la facultad de control como instancia fun-
damental de un órgano representativo a través del cual podría vigilar pero 
también exponer o justificar los actos de gobierno.12 

El desarrollo histórico de este concepto ha sido más prolífico en los estudios 
jurídicos donde se considera al control parlamentario como un mecanismo 
con una dosis muy fuerte de sanción al Ejecutivo como su fin último.13 Autores 
como Montero y García Morillo14 describen que este instrumento responde a 
una idea simple y práctica: dado que los elegidos por el pueblo encarnan su 
voluntad, deben de vigilar la dirección escogida por la política del Estado a fin 
de mantenerla en la línea de lo que corresponde a lo querido por la colecti-
vidad nacional. Es decir, el control parlamentario del gobierno como técnica 
jurídico-constitucional nace encaminada a garantizar que la actuación de los 
gobernantes responda a la voluntad popular.15 

A esta perspectiva del control parlamentario se le ha denominado clásica o 
tradicional, identificada con la exigencia de responsabilidad política, que com-
prende instrumentos de control como la moción de censura, la cuestión de 
confianza, el control sobre los decretos-leyes, la aprobación de tratados inter-
nacionales y la ampliación de créditos, bajo el argumento de que el resultado 
negativo en el ejercicio de estos necesariamente corresponde a una sanción.16 
Es decir, para la doctrina clásica, el fundamento central del control parlamen-
tario es provocar la caída del gobierno, aunque hay autores que matizan dicha 
postura como García Morillo17 quien considera que la consecuencia de aplicar 
la doctrina tal cual, llevaría consigo dejar fuera los sistemas de gobierno don-
de no existe la exigencia de la responsabilidad política por parte del Legisla-
tivo hacia el Ejecutivo, como Estados Unidos, México, Chile y otros países de 
América donde el control no está vinculado a ningún efecto jurídico necesario, 
como es la remoción del gobierno.18

12	 2004, p. 51-52.
13	 García Pelayo, 1986, p. 73.
14	 1984, p. 19.
15	 García Morillo, 1985, p. 20.
16	 Santaoalalla 1987, p. 222.
17	 1986, p. 46.
18	 La doctrina clásica del control parlamentario distingue por cierto entre sistemas parlamentarios en Eu-

ropa y sistemas presidenciales en América. En el primero de los casos, el gobierno depende del Parla-
mento, por lo que es necesaria la confianza de la institución representativa en los gobernantes para 
mantenerse, en el segundo de los casos, en cambio, el titular del Ejecutivo es elegido mediante elección 
popular y no requiere de la confianza parlamentaria para su mantenimiento (Pedroza 1996:27, pp. 32-33).
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En esencia, la dogmática jurídica de la doctrina clásica tiene puesto su 
acento en la interpretación y en el problema de la determinación del con-
tenido de la norma. En el análisis jurídico, la acción en la vida social ocupa 
un papel secundario, cuando no inexistente, aunque en los últimos años se 
ha experimentado un cambio significativo ante el hecho de que este tipo de 
control parlamentario no es adecuado a la realidad presente, ni en la teoría ni 
en la práctica,19 por lo que los propios juristas comienzan a tomar conciencia 
de la naturaleza dinámica de las leyes y de las funciones que le corresponden 
a los legislativos, más allá de legislar.20 

Ese cambio se ha visto reflejado en una multitud de interpretaciones y 
aproximaciones a través de las cuales se ha querido explicar el control par-
lamentario. Krause21 ya advertía que no existe una noción que con tanta fre-
cuencia se quiera explicar de distintas formas y de hecho, hay un campo rico 
en las variaciones terminológicas del concepto. Sin embargo, esas aproxima-
ciones bien podrían agruparse en tres:  

1.	 Según las funciones puede ser control legislativo o control político.22 
2.	 Según el momento se le considera control ex ante o control ex post. 
3.	 Dependiendo del tipo de régimen político, sea presidencial o parlamenta-

rio, porque los instrumentos de control varían.23  

A partir de estos acercamientos, el control parlamentario puede adoptar un 
cúmulo de elementos en torno a los cuales se puede debatir, pero a nuestro 
juicio, destacarían dos grande modelos: uno, desarrollado por la literatura jurí-
dico-constitucional que se ha preocupado más por el estudio de la  vigilancia, 
limitación y eventual sanción de quien ostenta el poder, lo que responde a una 
concepción técnica que consideraremos como modelo jurídico-procedimental, 
y otro, el modelo sustantivo-administrativo, que establece una vinculación con 
la disciplina del análisis de las políticas públicas, en donde el concepto de con-
trol parlamentario se transforma o bien se enriquece porque puede conver-
tirse en un mecanismo mediante el cual el parlamento o Congreso no sólo 

19	 Rubio 1985, p. 84.
20	 Figueroa y Osés, 1998, p. 215.
21	 1999, p. 535.
22	 Sartori (2002:227) considera que en los parlamentos de nuestro tiempo se ejerce el control de la le-

gislación y el control de la actividad de dirección política del gobierno con una función asociada de 
inspección, que denomina “control político” y que, en la dinámica de esta tesis, se entiende como con-
trol parlamentario. En todo caso, según la perspectiva de Sartori, el control parlamentario tendría  dos 
vertientes: el control desde la legislación y el control propiamente del Ejecutivo y la burocracia, aunque 
ambas tengan implícita la preocupación de evitar los excesos del poder. En uno y otro caso, Valadés 
(1988) advierte que la ejecución de este mecanismo también está condicionada por múltiples factores 
los cuales, para intentar describirlos, ubica como aquellos que tienen que ver con la lucha por el control 
parlamentario, la lucha contra el control parlamentario y la lucha en el control parlamentario.

23	 Strom, 2003. Aún cuando hay variaciones en cuanto al control parlamentario según el régimen, Aragón 
(1998:37) advierte que una cosa son los instrumentos y procedimientos específicos de control parla-
mentario y otra cosa la función de control parlamentario, que si bien se realiza particularmente a través 
de instrumentos y procedimientos propios de cada sistema, no deja de poder realizarse también de 
manera general a través de todas las actividades de la cámara. 



Estrategia y práctica parlamentaria en un Congreso pluraluuu392

evalúan y sancionan las acciones del gobierno sino también pueden incidir en 
las decisiones públicas.

2.1 Los modelos del control parlamentario

El control parlamentario del gobierno es una cuestión que todavía tiene varios 
aspectos por resolver, aun cuando se trata de un mecanismo que surgió junto 
con la creación de los parlamentos. Es un problema antiguo, para el que han 
surgido diversidad de soluciones con el propósito de hacerlo efectivo, lo que 
ha resultado difícil por estar enmarcado siempre en el ejercicio del poder entre 
Ejecutivo y Legislativo, sean sistemas presidenciales o parlamentarios. Por ello, 
es que si la atención se centra en los aspectos normativos, queriendo hacer va-
ler lo estipulado por las leyes y los reglamentos, se corre el riesgo de tener una 
visión parcial del problema, aunque también es verdad que si sólo se revisan 
las pautas políticas, se pierden algunos referentes importantes. 

Ante tales circunstancias, es necesario abordar un concepto más amplio 
que considere toda actividad (normativa y no normativa / formal e informal) 
de las cámaras, destinada a ejercer el control parlamentario de las acciones 
del gobierno, a partir de una aproximación empírica que discuta la capacidad 
parlamentaria para influir sobre la agenda de políticas públicas, de tal suerte 
que el parlamento o Legislativo no continúe siendo un actor institucional in-
dependiente pero irrelevante, como ya lo advertía Willoughby (1913; 1934) en 
sus estudios seminales acerca de la participación del congreso estadouniden-
se y su contribución en la organización del Estado y en el funcionamiento de 
la maquinaria gubernamental. 

En este contexto, diremos que hasta ahora el problema del control parla-
mentario del gobierno en las democracias modernas es uno de los ejes más 
importantes de la vida institucional, condicionado por una multitud de facto-
res, todos relacionados con la lucha por el poder entre Ejecutivo y Legislativo 
en un intento por ganar o recuperar control a expensas de uno y otro.24 De 
la forma en que se ejecute ese control depende el grado de influencia del 
Legislativo en el sistema político, su capacidad real de gobernar o la imposibili-
dad de adoptar decisiones. Por ello, tomando en cuenta que estamos ante un 
fenómeno jurídico-político, resulta muy conveniente hacer una descripción 
de los dos modelos de control parlamentario que estamos considerando para 
analizar los matices o los efectos en realidades diferentes, con el objetivo de 
sustentar un conocimiento empírico de por qué algunas asambleas legislati-
vas son más influyentes que otras.

24	 Valadés 1988, p. 3-5.
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2.1.1 El modelo jurídico-procedimental del control parlamentario
Desde una perspectiva teórica jurídico-procedimental, el control parlamentario 
del gobierno no es sino una subespecie concreta de los controles jurídicos25 
integrado por dos momentos diferentes: el primero, cuando se determina si 
la actuación del sujeto corresponde al parámetro establecido, y el segundo, 
cuando el sujeto controlante impide al controlado la continuación de una ac-
tividad por no cumplir con los parámetros y eventualmente, le sanciona. Es un 
control que se ejerce sobre los órganos y no sobre las normas.26  

Estas consideraciones responden al concepto tradicional de control par-
lamentario entendido como exigencia de la responsabilidad política del 
gobierno,27 el cual considera que el momento fundamental de este mecanis-
mo es el sancionador e incluso, se centra básicamente en la remoción del go-
bierno o en la moción de censura.28 El riesgo de esta perspectiva es el reduc-
cionismo con que se estaría mirando al control parlamentario, entendiéndolo 
sólo como un acto sancionador a partir de su dimensión normativa, cuando en 
realidad se trata de un proceso mucho más amplio y complejo, como veremos.

Este modelo jurídico-procedimental, en una acepción más amplia, está es-
trechamente ligado con una perspectiva politológica del control parlamenta-
rio, que suele llamársele control político. Esto es, definido por las teorías de-
mocráticas, al control parlamentario se ubica como un control horizontal, que 
tiene que ver con los límites de los poderes políticos o bien, por los controles 
mutuos de los diversos ramos del poder, en este caso, Ejecutivo y Legislativo. 
En la visión del trabajo clásico de O´Donnell (1998) el control parlamentario 
se entendería como accountability horizontal que presupone la existencia de 
agencias estatales que tienen la autoridad legal y están fácticamente dispues-
tas y capacitadas para emprender acciones, que van desde el control rutina-
rio hasta sanciones legales o incluso impeachment, en relación con actos u 
omisiones de otros agentes o agencias del estado que pueden, en principio o 
presuntamente, ser calificadas como ilícitos.  

Esta perspectiva politológica se basa en la teoría de los contrapoderes, ideo-
logía que, a fin de limitar el poder y/o de garantizar los derechos fundamen-
tales, propone un sistema institucional de pesos y contrapesos o checks and 
balance, término que proviene del constitucionalismo anglosajón. La teoría 
de Montesquieu sobre la separación de poderes es, obviamente, la principal 

25	 García Morillo, 1985, p. 41-42.
26	 Aragón, 2002.
27	 García, 1985, p. 73.
28	 Esta es una concepción genérica del control jurídico sobre la relación de control parlamentario-poder 

ejecutivo. García (1985) considera que la identificación del control parlamentario del gobierno y la exi-
gencia de la responsabilidad política conduce a negar la existencia de un control del ejecutivo por 
parte del legislativo en los sistemas presidencialistas o de separación rígida de poderes, en los cuales, 
si bien es cierto que el control se realiza a través de medios diferentes a los usuales en los sistemas 
parlamentarios, no es menos cierto que existe una actividad parlamentaria de control del ejecutivo, aún 
cuando esta actividad no pueda desembocar en la remoción del titular de este último poder. Es decir, 
la estructura del control parlamentario y de la remoción del gobierno no son similares aun cuando sean 
fenómenos conexos.
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fuente doctrinal de este tipo de constitucionalismo cuyo principio básico es el 
de prevenir que una rama del poder se convierta en suprema. En esta noción, 
el control parlamentario sería un instrumento del esquema de rendición de 
cuentas el cual remite a la obligación de los gobernantes y la administración 
pública de informarse entre sí (rendición de cuentas horizontal o accountabi-
lity horizontal).

Este checks and balance está determinado casi siempre por una tradicional 
visión del diseño constitucional que otorga más autoridad política o de poder 
al Ejecutivo. El control parlamentario, visto desde aquí, sigue estando en el 
ámbito jurídico toda vez que si bien la rendición de cuentas tiene la voluntad 
política como uno de sus principales elementos, es mediante el ordenamiento 
jurídico que se consigue el aseguramiento de cumplirse o no, es decir, a través 
del establecimiento normativo de controles para los poderes públicos frente a 
otros: candados, frenos, contrapesos y vigilancia.29   

Este modelo, más que control parlamentario, trata de hacer valer la respon-
sabilidad horizontal entre los poderes, que se determina a través de un juego 
en el que participan de igual a igual y donde lo fundamental es maximizar la 
transparencia, desvelar el poder ilegítimo o arbitrario, y desalentar abusos e 
ilegalidades cometidas por las distintas ramas del Ejecutivo. La crítica y la va-
loración de las actividades públicas son los elementos del control político, por 
lo que no necesariamente, como consecuencia, opera la anulación del acto 
o la remoción del titular o titulares del órgano. Sólo en casos excepcionales, 
cuando el ordenamiento así lo establece, pueden producirse consecuencias 
con efectos jurídicos sancionadores.30  

Es a partir de la década de 1990 cuando el debate sobre la responsabilidad 
horizontal de las instituciones comienza a tener auge, no sin críticas fuertes 
como aquellas de diversos autores que argumentaron que este accountabi-
lity horizontal era fácilmente debilitado o inoperante ante poderes indepen-
dientes que variaban su responsabilidad cuando de accountability vertical se 
trataba,31 aunque los defensores de este modelo de control insistieron en que 
se trataba de un ideal institucional primero, porque supervisar o controlar es 
una función constitucional o estatutaria propia de los parlamentos y segundo, 
porque las legislaturas estaban sujetas a una responsabilidad vertical debido 
a sus características de representación, lo que las legitimaba. Desde nuestro 
punto de vista y de acuerdo con Kenney (2003), el control es un producto 
complejo donde intervienen distintas instituciones que se estructuran en re-
des, por tanto, la horizontalidad, en todo caso, es rebasada. 

En este trabajo nos interesa el nuevo modelo de frenos y contrapesos que 
empieza a discutirse en las democracias modernas y que tiene como premi-
sa la integración y cooperación de poderes, bajo el argumento que sostiene 

29	 Figueroa, 2007, p. 11.
30	 Pedroza, 1996, p. 31.
31	 Moreno, Crisp y Shugart, 2003.
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Negretto (2003) en el sentido de que los checks and balances clásicos no son 
el diseño normativo más deseable entre Ejecutivo y Legislativo porque, entre 
otras cosas, frustra tanto las posibilidades de formar mayorías legislativas con 
capacidad decisoria, como de lograr decisiones rápidas y efectivas en casos en 
los que los cambios de legislación se tornan necesarios o deseables para sa-
tisfacer las demandas de la ciudadanía, además de que impide la cooperación 
entre poderes.

2.1.2 El modelo sustantivo-administrativo
Los procesos de legitimación y representación de los parlamentos han cambia-
do en la práctica y con ello, también ha evolucionado el concepto de control 
parlamentario. Ismayr32 documenta la manera en que la necesaria participa-
ción del parlamento y la administración pública en la formulación de política 
públicas ha generado un entrelazamiento entre lo que se suelen considerar 
controles ex ante y controles ex post, por lo que el control ahora se extiende a 
todas las áreas de actividad y se explica desde una perspectiva más dinámica 
y compleja.

El desenvolvimiento que ha tenido la perspectiva de análisis del control 
parlamentario desde una visión administrativa permite considerarlo, hoy en 
día, como un principio general, sea en sistemas presidenciales o parlamenta-
rios, toda vez que si bien son formas de gobierno que responden a lógicas po-
líticas e históricas distintas, ambos sistemas surgen por oposición a estructuras 
en las que el poder se concentraba en un solo individuo o en un solo órgano. 
Su desarrollo histórico y teórico, hasta llegar a las democracias modernas, han 
convertido al control parlamentario en el medio de intervención política de 
mayor calado pues incluso, teóricamente se considera al gobierno como una 
“comisión” del parlamento que ha de ejecutar su política bajo el control de la 
Cámara.33 

Desde una perspectiva sustantivo-administrativa, el control parlamentario 
tiene que ver con una de las formas de conseguir un elemento de equilibrio 
entre el Legislativo y el Ejecutivo que se manifiesta, precisamente, durante el 
proceso de elaboración de las políticas públicas. Trabajos como Mc Cubbins 
y Schwartz (1984), Calvert, MacCubbins y Weingast (1989) y McCubbins, Noll 
y Weingast (1989) han demostrado que en la función legislativa del Congreso 
reside gran parte de su poder para establecer controles efectivos sobre el pro-
ceso de ejecución de políticas públicas, toda vez que durante el transcurso de 
la elaboración de la legislación, el Congreso tiene una oportunidad única para 
introducir las reglamentaciones necesarias para limitar la discrecionalidad que 
los diferentes actores tendrán durante la implementación. 

Dichos autores, además de Epstein y O`Halloran (1999) y Huber y Shipan 
(2002), coinciden en señalar que el mecanismo de control parlamentario se 

32	 2001, p. 39.
33	 Martínez Elipe, 2000, p. 99-100.



Estrategia y práctica parlamentaria en un Congreso pluraluuu396

ejerce, en primer lugar, cuando en una ley se definen en forma detallada los 
rasgos de la política a llevar a cabo y las atribuciones de quienes la ejecutarán, 
además de que también se incluyen dispositivos destinados a controlar el po-
der discrecional que el parlamento está dispuesto a delegar en el Ejecutivo o en 
la burocracia. Pero durante la ejecución de la política pública el control parla-
mentario tiene que continuar, de lo contrario el Congreso perderá toda influen-
cia en las futuras decisiones sobre dicha política, que la reformulan de manera 
constante. Como señala Peters (1992), la distinción de etapas o fases del ciclo 
de las políticas públicas es solamente analítica: en la práctica, la implementa-
ción de una política supone su constante reformulación. Para el caso del Con-
greso de los Estados Unidos, tanto Aberbach, como Kaufmann y Rosenbloom 
(2000) han mostrado que los comités y sub-comités legislativos mantienen un 
detallado control sobre la implementación de las políticas, mediante sólidas 
redes informales entre directivos de agencias públicas, legisladores y staff.

Esta perspectiva de análisis no es nueva, por cierto. De hecho Weber (1918) 
tras la crítica al parlamento federal alemán, planteaba una visión más moderna 
del mismo que fundamenta en su propuesta de una co-dirección de la buro-
cracia entre el Legislativo y el Ejecutivo. Idea que retoma Oberreuter,34 a partir 
del trabajo de Bäumlin y Kewening,35 cuando a finales de la década de los 
60 se genera una discusión sobre el papel que el parlamento alemán debía 
jugar en el sistema político de entonces. Estos autores rechazaron el rol nega-
tivo del parlamento y propusieron articular su rol positivo, como recoge Ferraro 
(2008a), para lo cual, no se limitaron a analizar sólo la función de fiscalización 
de los parlamentos, sino que proyectaron la idea de que los comités parlamen-
tarios funcionaran como instancias de co-gobierno (Mitregierung), es decir, el 
parlamento ejerciera la dirección del Estado conjuntamente con el Ejecutivo, 
en una especie de co-dirección de la burocracia. 

Para Oberreuter (1980), la idea de control parlamentario del gobierno como 
co-dirección (Mitsteuerung) de los asuntos públicos representa la visión mo-
derna del trabajo parlamentario,36 que va más allá de su función clásica de 
fiscalización y vigilancia del Ejecutivo; tesis que tiene muchas semejanzas con 
lo que plantean Aberbach (1990) y Rosenbloom (2000) para el caso del Con-
greso de Estados Unidos. Especialmente para Rosenbloom,37 la burocracia de 
los EE.UU. es una extensión del Poder Legislativo, porque las agencias de la 
administración pública son las que completan los detalles de la legislación 

34	 1980, p. 4.
35	 Oberreuter, 1992, p. 169.
36	 En Europa, el ideal democratizador del constitucionalismo de los años veinte, detenido sólo por las 

dictaduras de los años treinta, acabó por reforzar, en la segunda mitad de la década de los cuarenta, la 
posición central del Parlamento en el conjunto del sistema político, de manera que éste no sólo con-
solidó su papel central a través de sus tradicionales funciones legislativas, presupuestarias y de control, 
sino que adquirió un notable protagonismo en otros campos y actividades a través de lo que la doctrina 
italiana ha denominado indirizzo, esto es, en donde el Parlamento asume predominantemente funcio-
nes de dirección e impulso de la acción política. (Ver Mora-Donnato 2001).

37	 2000, p. 23.
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mediante reglamentaciones, de modo que el Congreso las dirige sin mayor 
intermediación y simplemente les delega autoridad legislativa. Estos puntos 
de vista rechazan, por tanto, una distinción estricta entre controles previos a 
la ejecución de las leyes (contenidos en la ley misma) y controles posteriores 
que el Congreso realiza sobre la burocracia para constatar que la ley se aplique 
según sus propósitos. Más bien, el control parlamentario es un único proceso 
dinámico de formulación e implementación de políticas públicas, bajo la di-
rección del Congreso.38 

Esto se explica así porque, desde la escuela de la elección racional (rational 
choice), autores como Lupia39 y Strom40 identifican dos grandes clasificaciones 
del control parlamentario, el ex ante y el ex post; a grosso modo, el primero es 
para anticiparse a los problemas y el segundo, para ejercerlo después de co-
metidos los hechos. Calvert, McCubbins y Weingast41 destacan la importancia 
de la etapa ex ante, o etapa de diseño, es decir, ponderan el inicio del proceso de 
políticas públicas por ser el momento en el que se establece la misión de las de- 
pendencias administrativas y las atribuciones que tendrán, entre otras cosas; 
en cuanto al mecanismos ex post, los autores llaman la atención sobre las fuer-
tes limitaciones a las que cotidianamente están sometidos los congresos para 
controlar lo que hacen los Ejecutivos y las burocracias. 

Sin embargo, Aberbach42 critica fuertemente estas dos etapas del control 
parlamentario y considera que las actividades de control comprensivas se aso-
cian con un proceso político informal como la creación de extensas redes de 
contacto entre legisladores, staff parlamentario y personal directivo (profesio-
nal) de las agencias administrativas. Es decir, no hay un antes ni un después 
para el control parlamentario sino que es el resultado de la existencia de redes 
informales entre legisladores y miembros de la alta burocracia, que funcionan 
permanentemente durante el proceso de políticas públicas, a través del cual 
se entrelazan las funciones del Congreso y de la administración o burocracia.43 
Esta tesis del “enlazamiento” coincide con la de Ismayr44 cuando analiza el caso 
del Bundestag alemán.

Como se puede apreciar tras unos primeros trazos, el control parlamentario 
en el proceso de políticas públicas es dinámico y si bien tiene que ser estu-
diado en diversos escenarios y etapas, en el modelo sustantivo-administrativo 
todo forma parte de un mismo asunto, que tiene que ver con la capacidad del 
parlamento de revisar, vigilar y  sancionar el comportamiento de otros actores 
e instituciones, sobre todo gobierno y administración pública,45 pero también 

38	 Ismayr, 2001, p. 39; Ferraro 2008, pp. 206-207.
39	 2003, pp. 44-53.
40	 2003, 67-73.
41	 1989, p. 605.
42	 1990, pp. 14-98.
43	 Aberbarch, 1990, p. 187.
44	 2001, p. 39.
45	 Fiorina, 1981; Stefanni 1989; Krause 1999; Fuchs y Nolte, 2005.
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de participar en los principios, criterios y formas de elaborar, gestionar y dirigir 
los asuntos públicos.46  

Por todo ello, en una visión amplia del control parlamentario y de sus ins-
trumentos en los parlamentos modernos, se puede concluir que la idea de 
control es algo más que revisar las cuentas públicas47 o sólo la finalidad de 
sancionar, ratificar o destituir un gobierno y, por el contrario, es un mecanismo 
que puede fijar con precisión las relaciones para co-dirigir al gobierno entre el 
Ejecutivo y el Legislativo, toda vez que incluye toda la actividad de las cámaras 
destinada no sólo a fiscalizar la acción (normativa y no normativa) del gobierno 
o de otros entes públicos, llevando aparejada o no la posibilidad de sanción 
o de exigencia de responsabilidad política inmediata, sino también la posibili-
dad de incidir en los procesos decisionales.

Finalmente, la constatación que hace Valadés48 es altamente pertinente. 
Este autor advierte que el control parlamentario más eficaz es aquel que no 
paraliza la acción de los órganos del poder y, por tanto, se requiere de un sis-
tema democrático que garantice, entre otras cosas, un equilibrio de poderes 
y una distribución del poder, además de controles que verifiquen las formas 
de acción, evaluación de resultados e impidan el desbordamiento del poder 
mismo, lo que en términos generales se vincularía a esta idea de co-dirección 
del gobierno entre Ejecutivo y Legislativo. 

3.	 El control parlamentario como instancia de 
	 co-dirección del gobierno: funciones e instrumentos

El control parlamentario como instancia de co-gobierno se concibe entonces 
como un mecanismo que está presente en toda la actividad parlamentaria 
(normativa y no normativa), destinado a fiscalizar la acción del gobierno y la 
administración, lleve o no aparejada la posibilidad de sanción o de exigencia 
de responsabilidad inmediata, que se ejerce tanto por la mayoría en el parla-
mento o de manera indirecta por la oposición. En ese sentido, habría que resal-
tar que el control no se circunscribe a determinados procedimientos, sino que 
puede operar a través de todas las funciones que desempeñan las cámaras y 
actúa en diversas áreas y en distintos momentos.49 

46	 Oberreuter, 1992.
47	 Es común encontrar autores que consideren sólo la versión más clásica y básica del control parlamenta-

rio que es la fiscalización o auditoría contable del ejecutivo (Portero Molina 1998). Otros autores como 
Figueroa (2007) advierten también que la reducción en el tema de control parlamentario tiene que ver 
con la fiscalización y ésta, equiparada a la revisión del presupuesto y la cuenta pública, toda vez que el 
control presupuestario es una de las tareas más relevantes del Congreso puesto que la mayoría de los 
programas gubernamentales están involucrados. 

48	 2007, p. 9.
49	 Oberreuter 1992; Aberbach, Putnam y Rockman, 1981; Krumwiede y Nolte, 2000; Ismayr, 2001, y Steffani, 

1989.
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La anterior enunciación tiene como punto de partida las seis dimensiones 
que utiliza Steffani (1989:1326) para definir al control parlamentario (Ver tabla 1). 
Para este autor, se trata de un instrumento que le otorga a la institución repre-
sentativa una multiplicidad de posibilidades de acción y de capacidad decisoria 
propia, entre las que están la posibilidad de revisar y sancionar las actuaciones 
del gobierno y de la administración pública, que además abarca todos los ni-
veles de mando burocrático que definen la dirección política del gobierno, así 
como a aquellos que ejecutan. No se trata entonces sólo de una acción de crítica 
pública, denuncia o sanción, sino de la capacidad de decisión del parlamento 
respecto a acciones de gobierno. Steffani hace una fuerte crítica a aquellos que 
consideran que el control parlamentario es un derecho de la oposición o bien,  
que ésta sea quien más y mejor ejerce ese instrumento, pues considera que 
si se limita esa acción sólo a la oposición, el control parlamentario se quedará 
en eso, en una mera crítica pública por lo que afirma que, en todo caso, sólo la 
mayoría es capaz de otorgarle al Congreso capacidad de decisión. 

Tabla 1. Seis formas distintas de entender la interrelación 
entre Legislativo y Ejecutivo50 

1.  Examen posterior por el Parlamento de las acciones de gobierno y de la administración 
pública.

2.   Vigilancia permanente por parte del Parlamento que acompaña a la acción del gobierno 
y de la administración pública.

3.   Control (en cualquiera de las dos formas anteriores) con la posibilidad de intervenir en los 
actos de gobierno a través de la sanción de las leyes y el presupuesto.

4.   Competencia del Parlamento de obligar al gobierno y a la administración a dar cuenta pú-
blicamente de sus actos. A esa competencia se uniría la propia competencia parlamentaria 
de emitir dictámenes y de influir sobre terceros que pueden acabar con el gobierno (por 
medio de las elecciones).

5.  Competencia del Parlamento de obligar al gobierno y a la administración a dar cuenta 
pública de sus actos. Esa competencia estaría vinculada con la capacidad de emitir dictá-
menes y de revocar a los miembros del gobierno.

6.  Posibilidad de obligar al gobierno a dar cuenta de sus actividades y, eventualmente, de 
destituirlo (o de destituir a algunos de sus miembros). 

Con este postulado nos proponemos abandonar la clasificación clásica o tra-
dicional de los procedimientos de control parlamentario para dejar claro que 
éste se ejerce no sólo a través de las mociones de censura, las cuestiones de 
confianza, las preguntas, las interpelaciones y las comisiones de investigación, 
sino que también está presente en la actividad legislativa (defensa de enmien-
das, por ejemplo), en la aprobación o autorización de nombramientos o elec-

50	 Steffani 1989.
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ción de personas, en la ratificación de tratados internacionales, en la aproba-
ción de presupuestos generales del Estado, en la aprobación o autorización de 
nombramientos o elección de personas, en la ratificación de tratados interna-
cionales, en la aprobación de presupuestos generales del Estado, en las deci-
siones de la cámara o cámaras, intervenciones en debates, comparecencias o 
sesiones informativas, entre otros,51 sino también, y de manera determinante, 
en el proceso de políticas públicas. 

El concepto de control parlamentario definido así, tomando como paráme-
tro las dimensiones de Steffani, es altamente pertinente para terminar de cen-
trar los fines de este trabajo, toda vez que, como lo han comprobado Krause52 
y Fuchs y Nolte53 en sus estudios comparativos sobre el control parlamentario 
–los primeros entre Alemania y Estados Unidos, los segundos entre Argentina 
y Alemana–, de estas seis dimensiones, cinco tienen vigencia tanto en siste-
mas parlamentarios como en sistemas presidenciales, mientras que solamente 
la última no existe en sistemas presidenciales, donde puede tener lugar la des-
titución de ministros pero no del presidente, excepto, por cierto, en el caso de 
juicio político (Ver tabla 1).

Como se ha enumerado, el repertorio de instrumentos de control parla-
mentario puede ser una lista más o menos amplia, sin embargo, la riqueza de 
las posibilidades de control no reside en su número sino en las combinaciones 
que se hagan y en los matices que se adopten en cada caso. Estas funciones 
del control parlamentario se ejecutan a través de distintos instrumentos o me-
canismos formales que cada Congreso utiliza de acuerdo a su Constitución 
o sus reglamentos internos pero en todos los casos tienen como objetivos 
generales convertir al parlamento en un foro decisivo para el control del Poder 
Ejecutivo. Hay una amplia gama de instrumentos que pueden ser utilizados en 
la cámara, donde el parlamento puede escuchar a los ministros y al gobierno 
y someter a debate todo el conjunto de las políticas del gobierno: pedidos 
de información, las interpelaciones, las comisiones de investigación, las atri-
buciones para nombrar a funcionarios o removerlos a través del juicio político, 
además del veto y del decreto.54

Al respecto, el control parlamentario puede adoptar otras modalidades o 
bien, facilitar otros esquemas de control como la rendición de cuentas por parte 
del gobierno, cuando se recurre a los clásicos instrumentos del debate parlamen-
tario y las preguntas; estos recursos permiten mantener discusiones específicas 
sobre temas concretos y obtener aclaraciones sobre la política gubernamental. 
Los debates parlamentarios pueden servir perfectamente a este propósito, en 
especial si la sesión está siendo difundida o si las actas se hacen públicas.

51	 Pedroza 1996, p. 92.
52	 1999, p. 536.
53	 2005, p. 63.
54	 Para una explicación detallada de cada uno de los instrumentos del control parlamentario en varios 

países, ver Pedroza de la Llave (1996:93-134).
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Algunos consideran que este tipo de instrumentos son ineficaces, pero tal 
vez se trate de una reflexión sobre el modo en que se emplean, y no sobre 
los propios instrumentos. En términos generales podría decirse que si bien es 
posible que algunas preguntas estén centradas en intereses restringidos a una 
circunscripción, el sistema de preguntas también permite plantear cuestiones 
de interés general. La información recabada mediante iniciativas individuales 
queda a disposición de todos los parlamentarios, y ello puede dar lugar a que 
se cuestione la actuación del gobierno en su conjunto. Es importante men-
cionar que no se busca evaluar la idoneidad de los diferentes instrumentos de 
control, tampoco se pretenden emitir juicios generales sobre qué conjunto de 
instrumentos son más eficaces en comparación con otros, porque la ausencia   
de un instrumento en un determinado parlamento no necesariamente implica 
que su función de control sea “más débil” que la de aquellos que sí lo tienen.  
Del mismo modo, la presencia de una amplia gama de instrumentos de con-
trol en un parlamento no garantiza una aplicación eficaz. Nuestro interés se 
centra en otros mecanismos formales, pero sobre todo informales, que ejerci-
tan los propios legisladores para realizar el control parlamentario, tal y como 
veremos más adelante.

 

4.	 Las comisiones legislativas
 

Otro punto central en la ejecución del control parlamentario tiene que ver con 
las comisiones. Los estudios sobre las comisiones parlamentarias se han centra-
do, en los últimos años, en su función de control, más allá de su labor legislativa. 
En algunos parlamentos hay comisiones permanentes que intervienen tanto en 
la formulación de leyes como en el control, mientras que en otros no ocurre lo 
mismo. Los poderes conferidos a las comisiones parlamentarias también difieren, 
además de que algunos parlamentos recurren más que otros a las comisiones es-
peciales, o comisiones ad hoc. Para autores como Weingast y Marshall (1988), las 
comisiones permiten la distribución del poder de agenda de los distintos actores 
políticos, reduce los costos de transacción y agilizan el proceso de intercambio.

Es innegable, entonces, que las comisiones tienen un papel decisivo en el 
proceso de deliberación y de toma de decisiones de las asambleas legislativas, 
hasta el punto de que existe un consenso en torno a la idea de que un sistema 
de comisiones fuerte, con un alto grado de especialización en temas concretos 
es, al menos, una condición necesaria para la influencia parlamentaria efectiva 
en el proceso de la elaboración de las políticas públicas.55 Como consecuencia, 
se afirma que los congresos con grandes facultades para intervenir en políticas 
públicas tienen sistemas de comisiones altamente desarrollados, que les permi-
ten dividir la labor legislativa de forma tal que se genera un alto grado de expe-
riencia en los distintos campos específicos.56 Esta afirmación tan contundente 
55	 García Montero 2008, pp. 30-31.
56	 Mezey, 1993, p. 64.
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está motivada por el hecho de que los estudios enmarcados dentro del nue-
vo institucionalismo se han centrado, en gran medida, en el análisis del Con-
greso estadounidense y, por ello, se concede una gran importancia al sistema 
de comisiones. Esta literatura, emergió en la década de 1970 y prestó especial 
atención al sistema de comisiones como factor explicativo de la estabilidad de 
las elecciones políticas en el Congreso, fundamentado, sobre todo, en factores 
como la reelección legislativa.

Los teóricos de la elección racional intentaron mostrar que un sistema de 
comisiones estable conducía al equilibrio institucional57 y, desde la perspecti-
va de la distribución, la información y los partidos, se trató de explicar el modo 
en que los legisladores aceptan la estructura de las comisiones y se integran 
en las mismas. De esta forma, el sistema de comisiones ha sido visto como una 
plataforma para expresar demandas;58 como un modo eficiente de obtener y 
distribuir información59 y como extensión del control del partido mayoritario.60  

Sin embargo, cabe matizar que no todas las comisiones en los distintos paí-
ses tienen el mismo grado de poder para intervenir en el proceso legislativo, 
es más, quizá ningún sistema de comisiones en el mundo haya adquirido tanta 
importancia como el estadounidense, a pesar de que prácticamente todas las 
comisiones posean prerrogativas en el procedimiento legislativo como el es-
crutinio de las leyes, la recolección de información, la propuesta de enmiendas 
y la recomendación al pleno mediante un informe final.61 En general, las comi-
siones permanentes supervisan los programas de los correspondientes depar-
tamentos del gobierno para examinar los aspectos negativos y/o positivos de 
determinadas políticas y exigir responsabilidades a las autoridades a través de 
informes que constituyen vehículos fundamentales para formular recomenda-
ciones al gobierno. Y el problema, en la gran mayoría de los parlamentos de 
América Latina es que suelen quedarse en eso, en recomendaciones, porque 
los informes no son vinculantes.

Resumiendo, de los elementos conceptuales aquí abordados y en la línea 
de investigación que estamos proponiendo, el control parlamentario tiene  por 
objeto hacer más transparente los procesos de decisión política, a partir del 
conocimiento que los parlamentarios puedan tener sobre asuntos concretos 
para que, de manera informada, crítica y reflexiva, el Congreso pueda participar 
en la discusión sobre las políticas del gobierno,62 y en esa perspectiva, entre 
más especializadas estén las comisiones legislativas en temas concretos de po-
líticas públicas, fortalecerá más su capacidad de control parlamentario,63 lo que 
no necesariamente sucede en América Latina ni en México concretamente.

57	 Shepsle y Bonchek 1997.
58	 Shepsle y Weingast, 1995.
59	 Krehbiel, 1991.
60	 Cox y McCubbins, 1993.
61	 García Montero, 2008, p. 31.
62	 Ismayr, 1999, pp. 302-303.
63	 Fuchs y Nolte, 2005, p. 62.
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5.	 El control parlamentario ¿un derecho de la oposición?

Hay un tema recurrente cuando de estudiar el control parlamentario se trata y 
que no puede dejar de citarse, y es el relativo a la tesis que sostienen varios au-
tores en el sentido de que sólo es la oposición la que ejerce este mecanismo. 
Fuchs y Nolte64 resumen esa perspectiva de análisis al considerar que a través 
de los pedidos de información, la oposición política no sólo puede controlar al 
gobierno, sino también proveer información al parlamento, al electorado y al 
propio gobierno. Es decir, los autores centran esa posibilidad sólo en la oposi-
ción y su argumento se basa en considerar que la efectividad de los pedidos 
de información depende, en gran medida, de los derechos de la oposición 
política para utilizar los mecanismos asociados a la misma. 

Sin embargo, autores como Krause (1999) han demostrado que también el 
partido del gobierno ejerce ese derecho e incluso que, cuando lo hace, la asam-
blea legislativa, como actor institucional, adquiere más influencia sobre el go-
bierno. Steffani (189:1328) es un férreo defensor de esa idea, pues considera que 
circunscribir el control parlamentario a un derecho de la oposición, es limitar el al-
cance de este instrumento y convertir al parlamento en un mero revisor de cuentas.

El argumento central para considerar que el control parlamentario es un 
derecho de la oposición tiene su origen cuando los partidos políticos comien-
zan a tener fuerza en el parlamento, toda vez que la dinámica política no se 
desarrolla a través de las instituciones como tal, gobierno-parlamento, sino en 
lo que se conoce como Estado de partidos (Martínez Elipe 2000-100) que se 
manifiesta en las relaciones mayoría-minoría. La literatura le ha otorgado a la 
oposición, no así a los partidos en el gobierno, el derecho de control sobre el 
gobierno a través de la posibilidad de obligarlo a dar cuenta de sus actividades 
de manera pública, a fin de iniciar un debate público y, eventualmente, conse-
guir la sanción posterior por parte del electorado.

En todo caso, el partido en el gobierno no ejerce el control parlamentario en 
países donde triunfan las lealtades personales y partidistas sobre las institucio-
nales y los partidos en general, pues aquí los que ocupan el gobierno carecen 
a menudo del espíritu de autocrítica, y entienden de muy mal gusto autocues-
tionarse y responsabilizarse ante la sociedad de los errores y actos dolosos co-
metidos por sus dirigentes.65 Sin embargo, el panorama puede ser diferente en 
naciones donde predominan las lealtades institucionales sobre las personales, 
y en todo caso, hacía allá debiera caminarse. 

Ahora bien, en otros contextos, es posible que el control se ejerza por la 
oposición, pero se ha demostrado que es muy común que la gestión de con-
trol pueda fácilmente ser bloqueada por la mayoría congresional del partido al 
que pertenece el Jefe del Estado. En este sentido, el control no sería tan efec-
tivo y tendría que complementarse con otro tipo de mecanismos, como el de 

64	 2005, p. 65.
65	 Pedro Sagües, 2002, pp. 441.
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publicitar el caso para conseguir una sanción ciudadana sobre el gobierno, lo 
que algunos estudiosos como Carbonell66 han llamado controles sociales, es 
decir, la exhibición pública negativa, a través de los medios de comunicación, 
de los actos de gobierno o bien, de los funcionarios o de las políticas fallidas.67 
Para Aragón68 este control ejercido por la oposición es importante porque tie-
ne capacidad de crítica, de información y hasta de investigación, pero puede 
resultar en vano si no va acompañado de un debate con publicidad. 

Hay otros contextos que también muestran que el control parlamentario 
no es un derecho o una práctica exclusiva de la oposición. Hurtado69 al des-
cribir al Congreso de Estados Unidos, cita que es común que los congresistas 
miembros del partido del presidente puedan comprometerlo en una batalla 
política con los representantes del partido mayoritario en el Congreso, por dos 
razones fundamentalmente: una, porque las diferencias sobre la legislación 
pueden ser solamente entre congresistas de partidos diferentes, y no necesa-
riamente entre ramas del gobierno, y dos, porque a los congresistas les puede 
resultar más provechoso no aprobar en forma inercial las iniciativas del presi-
dente que hacerlo, aunque ambos sean miembros del mismo partido. 

   En el caso de México está comprobado que la oposición, aún siendo ma-
yoría, no ejerce suficientemente su función de control. En un estudio realizado 
a partir de 1997, cuando por primera vez y después de más de 70 años en el 
poder, el partido del presidente pierde la mayoría absoluta en el Congreso, 
Hurtado70 comprobó que tampoco pudo ejercerse el control parlamentario 
sobre el gobierno.

Antes de otorgarle el derecho pleno a la oposición como ostentadora del 
control parlamentario sobre el gobierno, habría que considerar, en todo caso, 
lo que suscribe Califano71 en el sentido de distinguir dos tipos de control: uno 
que corresponde a la acción de examen y de verificación desarrollada por la 
mayoría, que tiene como principal objetivo el cumplimiento del programa de 
gobierno, las políticas en él anunciadas y sus eventuales modificaciones, y otro, 
el control que podría definirse como “antagónico” ejercitado por la oposición.

 

6.	 Consideraciones finales

Una vez planteado el anterior panorama, resulta muy simple, y poco útil, desde 
el punto de vista descriptivo y prescriptivo, la pura aceptación de un esquema 
racional-legal o jurídico-procedimental para explicarnos el mecanismo de con-

66	 2002, p. 1.
67	 Carbonel (2002) hace una extensa exposición sobre otros tipos de control que los Congresos tienen 

contemplados para revisar al gobierno, entre los que considera al control social, junto con el control ju-
rídico, el control jurisdiccional y el control administrativo, además, claro está, del control parlamentario.

68	 1998, p. 39.
69	 2002, p. 252.
70	 2002, p. 259.
71	 1998, p. 116.
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trol parlamentario porque al quedarnos en ese nivel, estaríamos aceptando sin 
reflexionar el precepto tradicional de la división de poderes, donde unos deciden 
y otros ejecutan, y los que ejecutan son vigilados para evitar posibles excesos. 

Es un hecho que el Poder Ejecutivo está reforzado tanto en los países con 
sistemas de gobierno presidencial como parlamentario, lo que para muchos 
autores es considerado como una de las tantas causas de la grave crisis de la 
institución representativa, sin embargo, la realidad es que el Poder Legislativo 
se ha transformado y hoy por hoy ya no es un mero creador de leyes o re-
glamentos técnicos e incluso y cada vez más, tiene importantes competencias 
sobre la administración pública, con lo cual la institución representativa ha evo-
lucionado hacia un órgano de decisión y sobre todo, de control.72 

Habría que resaltar que el gran problema para los congresos de América Lati-
na, y concretamente el de México, es que en el mejor de los casos, sus integrantes 
se han tomado muy en serio su apelativo de “legisladores”, como decía Sartori,73 
y se han olvidado que los parlamentos tienen otras funciones más allá de legislar, 
como la de co-dirigir los asuntos públicos. En ese sentido, sería conveniente que 
los parlamentarios mexicanos rescataran esas otras funciones y vieran al control 
parlamentario como un mecanismo clave para los Congresos. Sin olvidar que el 
objetivo es avanzar hacia sistemas políticos democráticos, es decir, bajo la hipó-
tesis del funcionamiento de las instituciones políticas en condiciones de separa-
ción de poderes,74 siendo el Legislativo una pieza clave en donde convergen los 
diferentes actores políticos que se erigen como representantes que gozan de la 
confianza de los conciudadanos a través de elecciones.75  

72	 Pedroza, 1997, p. 22-23.
73	 2002, p. 227.
74	 La separación de poderes no significa necesariamente que las tres ramas –ejecutivo, legislativo y ju-

dicial– tengan un poder igual sobre las mismas áreas de actividad. Desde nuestra perspectiva, es más 
conveniente la tesis de que la separación de poderes gubernamentales difunde la autoridad política y 
hace mejor la operación del gobierno al introducirse una especie de elemento de incomodidad donde 
los tres poderes se sienten vigilados entres sí. En el presente trabajo, el planteamiento fundamental 
que se desarrolla consiste en entender que las ramas del gobierno son diseñadas para competir el uno 
contra el otro en la formulación de políticas públicas, lo que los obliga a co-gobernar y reforzar, de esta 
manera, el sistema democrático.

75	 Manin, 1998.
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